El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RECURSO DE SÚPLICA / NO PROCEDE EN LAS ACCIONES POPULARES / EN ESTAS SOLO SON VIABLES LA REPOSICIÓN Y LA APELACIÓN CONTRA LAS SENTENCIAS Y AUTOS QUE DECRETEN MEDIDAS CAUTELARES / RECHAZO DE NULIDAD.
Dice el artículo 331 del Código General del Proceso en lo pertinente:

“El recurso de súplica procede contra los autos que por su naturaleza serían apelables, dictados por el magistrado sustanciador en el curso de la segunda instancia, o durante el trámite de la apelación de un auto …”.

No obstante, el  artículo 36 de la Ley 472 de 1998 prescribe que contra los autos dictados durante el trámite de las acciones populares “… procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil” (hoy Código General del Proceso).  Y el 37 de la misma ley prevé: “El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil…”.

De acuerdo con esas disposiciones, se tiene que en materia de acciones populares el medio de impugnación de que se trata está reservado para las sentencias y para las providencias que decretan medidas cautelares (artículo 26 Ley 472 de 1998), pues contra los demás autos que se profieran durante su trámite, solo procede el recurso de reposición. (…)
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, noviembre 1º de dos mil diecinueve (2019)
Acta No. 556 de noviembre 1º de 2019
Expediente: 66682-31-03-001-2018-00184-01
Sería del caso resolver lo que corresponda, en relación con el recurso de “reposición, súplica, queja o recurso pertinente”, que interpuso el coadyuvante Javier Elías Arias Idárraga, ajustado al de “súplica” por la Secretaría de esta Sala, contra el auto proferido por el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, el 9 de septiembre de este año, por medio del cual se rechazó de plano una nulidad que aquel invocó, sino fuera porque se advierte improcedente en este tipo de asuntos constitucionales.
Lo anterior, al margen de lo resuelto por esta Sala Dual en los procesos que a continuación se indican por su número de radicación y fecha en que fueron dictadas las providencias, en los que se incurrió en la impropiedad de resolver los recursos de súplica interpuestos: 66001-31-03-2015-00186-01 del 13 de septiembre de 2016; 66400-31-89-001-2015-00059-02 del 1º de diciembre del citado año; 66001-31-03-004-2015-0030-01, 66001-31-03-004-2015-0031-01, 66001-31-03-004-2015-00052-01, 66001-31-03-004-2015-0025-01 y 66001-31-03-004-2015-00028-01 del 30 de mayo de 2017; 66001-31-03-003-2015-00238-01 del 25 de septiembre del mismo año; 66682-31-13-001-2016-00672-01 del 18 de mayo de 2018 y 66682-31-03-001-2018-00314-01 del 26 de septiembre pasado.

Dice el artículo 331 del Código General del Proceso en lo pertinente:
“El recurso de súplica procede contra los autos que por su naturaleza serían apelables, dictados por el magistrado sustanciador en el curso de la segunda instancia, o durante el trámite de la apelación de un auto. También procede contra el auto que resuelve sobre la admisión del recurso de apelación o casación y contra los autos que en el trámite de los recursos de casación o revisión profiera el magistrado sustanciador y que por su naturaleza hubieran sido susceptibles de apelación…”.
No obstante, el  artículo 36 de la Ley 472 de 1998 prescribe que contra los autos dictados durante el trámite de las acciones populares “… procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil” (hoy Código General del Proceso). Y el 37 de la misma ley prevé: “El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil…”.
De acuerdo con esas disposiciones, se tiene que en materia de acciones populares el medio de impugnación de que se trata está reservado para las sentencias y para las providencias que decretan medidas cautelares (artículo 26 Ley 472 de 1998), pues contra los demás autos que se profieran durante su trámite, solo procede el recurso de reposición.

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, ha dicho:  

“Tampoco podría exigírsele a aquél que, ante el fracaso horizontal y la denegación de la alzada frente a esa determinación final, emprendiese la queja, comoquiera que el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 no admite la apelación contra los autos dictados en curso de las acciones populares, restricción compatible con la Carta Política, de acuerdo con la sentencia C-377 de 2002 de la Corte Constitucional que examinó la demanda de inexequibilidad en que se denunciaba que la norma cerrara esa posibilidad, poniendo como ejemplo un evento similar al aquí planteado. 

En asuntos semejantes, la Corte ha especificado que,  

(…) la formulación de los recursos ordinarios solo puede exigirse si los mismos se encuentran consagrados en el ordenamiento jurídico, porque de lo contrario se le estaría imponiendo al usuario una carga procesal que la ley no contempla (…) el reproche efectuado por el Tribunal se relaciona con la falta de interposición del recurso al que alude el artículo 348 de la codificación adjetiva frente al auto que negó la apelación formulada contra la providencia que rechazó la demanda por falta de competencia, “en aras de tramitar la queja”, según aseveró el a quo, medio de defensa que resulta improcedente (…) pues esa determinación no es susceptible de alzada (CSJ, STC 4 oct. 2013, rad 00224-01). 

Igualmente, ha encontrado válida la denegación de la alzada pretendida por el gestor frente a rechazos semejantes, pronunciándose así: 
La misma consideración puede realizarse respecto de las providencias del Tribunal, por medio de las cuales declaró inamisible el recurso de apelación y resolvió la súplica formulada contra la anterior resolución, pues lucen coherentes y ajustadas a la normatividad, en tanto que de conformidad con el artículo 36 de la Ley 472 de 1998, contra las providencias dictadas en el curso de estas acciones populares, sólo procede el recurso de reposición y la apelación contra la sentencia de primera instancia (CSJ, STC, 4 nov. 2010, exp. 00540-01).
 

La Corte Constitucional, al analizar la exequibilidad del artículo 36 de la Ley 472 de 1998, sobre el tema dijo: 

“En suma, entendida la norma en el sentido de que se aplica a todos los autos dictados durante el trámite de las acciones populares, no se desconoce la Carta Política pues el legislador en ejercicio de su libertad de configuración puede señalar en qué casos es o no es procedente el recurso de  apelación, decisión que, según se advirtió, no conculca el principio de la doble instancia, ni los derechos de defensa, de acceso a la justicia y además la igualdad, porque con tal determinación se persigue una finalidad constitucionalmente admisible como es la de obtener la pronta y efectiva protección de los derechos e intereses colectivos amparados con la acciones populares, imprimiéndole celeridad al  proceso judicial correspondiente”
.
De acuerdo con lo anterior, el recurso de súplica en una acción popular, en el trámite de la segunda instancia, tratándose de autos, solo procede cuando en esta sede se decretan medidas cautelares por el magistrado sustanciador, pues es el único auto apelable en esa clase de procesos según el artículo 26 de la Ley 472 de 1998; los demás, son objeto única y exclusivamente del recurso de reposición. 

La referida ley, especial en la materia, no regula lo relacionado con el recurso de súplica, sin que sea necesario acudir a la analogía porque no hay vacío legal alguno. La remisión que hace en los artículos 36 y 37 a las normas procesales civiles, solo es para el trámite de los medios de impugnación a que se refiere.

Así lo ha resuelto este tribunal en otros asuntos, como por ejemplo en los procesos que a continuación se relacionan: 66001-31-03-001-2019-00102-01 y 66001-31-03-001-2019-00070-01 de septiembre 18 de 2019; 66001-31-03-001-2019-00097-01 del 19 siguiente y  66001-31-03-001-2019-00072-01 del 20 del citado mes y año.
En ese orden de ideas  se ordenará devolver el presente asunto al despacho del Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, con el fin de que provea con relación a la reposición incoada por el señor Javier Elías Arias Idárraga.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, en Sala Dual Civil Familia, 

R E S U E L V E 

Devolver el presente asunto al despacho del Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, con el fin de que provea con relación a la reposición incoada por el coadyuvante Javier Elías Arias Idárradga.
Notifíquese,  
Los Magistrados,
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sala de Casación Civil, sentencia STC 13797-2015, de octubre 8 de 2015, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, expediente 2015-00422-01.


� Corte Constitucional. Sentencia C-377  de 2002. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.
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